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Antecedentes del sistema interamericano de Derechos Humanos

La organización del sistema interamericano de Derechos Humanos

El sistema interamericano de Derechos Humanos se sustenta en la Organización de Estados Americanos (OEA), que actúa a través de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José de Costa Rica, y la Comisión, ubicada en Washington DC, Estados Unidos. Su mandato es de implementar la vigencia de los derechos humanos en el continente, en aplicación de la Declaración Interamericana de Derechos Humanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

El Estatuto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos la define como “una institución judicial autónoma cuyo objetivo es la aplicación e interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”
. El Estatuto de la Corte fue aprobado por Resolución n° 448 de la Asamblea General de la OEA, en 1979.

La CIDH funciona con una Secretaría, que actúa conforme las mismas normas administrativas de la Secretaría General de la OEA, mutatis mutandi.

Adjunto a la Corte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos desempeña un importante papel. La Comisión comparece como parte ante la Corte “en todos los casos relativos a la función jurisdiccional de ésta”
.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) es una de las dos entidades del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos en las Américas. Tiene su sede en Washington, D.C. 

La CIDH es un órgano principal y autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyo mandato surge de la Carta de la OEA y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y que actúa en representación de todos los países miembros de la OEA. Está integrada por siete miembros independientes que se desempeñan en forma personal, que no representan a ningún país en particular y que son elegidos por la Asamblea General. 

La CIDH se reúne en Períodos Ordinarios y Extraordinarios de sesiones varias veces por año. Su Secretaría Ejecutiva cumple las instrucciones de la CIDH y sirve de apoyo para la preparación legal y administrativa de sus tareas. 

El trámite procesal de la CIDH se rige por las normas procesales dictadas por la misma Corte, así como por su propio Reglamento.

Las normas sustantivas del sistema interamericano de Derechos Humanos

Los principales instrumentos sustantivos para la vigencia de los derechos humanos en el continente son la “Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre”, aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana, en Bogotá, en 1948; el denominado “Pacto de San José”, como se conoce a la “Convención americana sobre Derechos Humanos”, suscrita en la Conferencia Especializada nteramericana sobre derechos humanos, en San José de Costa Rica en noviembre de 1969.

Se  pueden considerar como documentos complementarios, las declaraciones y normativas sobre derechos humanos constantes en las Constituciones de los Estados americanos, así como la legislación aplicable de cada país, sin perjuicio de la protección de los derechos humanos contenidos en los demás instrumentos internacionales, que son con frecuencia citados por los fallos de la Corte. Un papel importante desempeña el llamado ius cogens, así como la doctrina del continente americano sobre derechos humanos y en general doctrina internacional sobre esta materia.

La normativa de derechos humanos en el Ecuador

En el Ecuador, han constado tradicionalmente los derechos humanos desde la primera Constitución, aunque de manera embrionaria. Asimismo, por medio de leyes y decretos supremos, según el caso, durante el siglo XIX se impusieron gradualmente derechos humanos, como la Ley de abolición de la esclavitud, la prisión por deudas o, por ejemplo, el otorgamiento del derecho del voto a la mujer.

En el siglo XX, el Ecuador se integra más decididamente en el reconocimiento de los instrumentos internacionales de los derechos humanos, sin que necesariamente estas declaratorias sean aplicadas en la práctica corriente de la actuación gubernamental y, en general, de la Administración Pública.

La Constitución vigente avanza en el reconocimiento adicional de los derechos humanos consagrados en la Constitución anterior, con modificaciones determinadas en algunos procedimientos como el hábeas corpus, que abandona la práctica tradicional de encomendarse a los titulares de los cabildos y que ahora corresponden a los jueces comunes a partir de la vigencia de la Constitución aprobada en Montecristi y refrendada en consulta popular por el pueblo ecuatoriano.

Se conserva en la Constitución actual la disposición vigente con anterioridad, según la cual, se aplican en el Ecuador, no solamente los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por el país, sino también a cualquier otro instrumento que los reconozca. No obstante, la Constitución no reconoce expresamente la aplicación de tales principios en la referencia de la Acción de Protección, sin que pueda afirmarse que ellos no puedan ser invocados dentro del trámite correspondiente.

Tradicionalmente, en el Ecuador, se han visualizado las declaratorias constitucionales como enunciados de principios llamados a plasmarse en leyes y reglamentos; principios que se han introducido lentamente en la legislación penal, hasta el punto que en ciertas ocasiones, ciertas normas legales se han aplicado en inobservancia del mandato constitucional.

La Constitución vigente enfáticamente se desvincula de la interpretación constitucional tradicional y declara su vigencia inmediata, cambiando su nombre de “Constitución Política de la República” a “Constitución de la República” y modificando la referencia al “Estado de Derecho” al “Estado de Derechos y de Justicia”.

Según la tradición constitucional se contemplan títulos, capítulos y párrafos particulares sobre los diferentes derechos, pero también se abunda en el enunciado de tales derechos en todo el texto constitucional. Se ha llamado la atención sobre el hecho de que la estructura constitucional vigente se aparta del encuadramiento doctrinal sobre las partes orgánica y dogmática, incluyendo la supremacía constitucional, y desarrolla el contenido llamado “dogmático” en sus diferentes partes, al punto que no es posible distinguirlos separadamente, como sí era posible en las anteriores constituciones.

El problema que se ha presentado en el Ecuador en el área de los derechos humanos, sin embargo, no radica en la adopción o no adopción de principios internacionales de derechos humanos en la Constitución o en las leyes sustantivas y procesales, si no en su aplicación errática, especialmente en el campo penal, pero también en la aplicación de sanciones en los funcionarios públicos y especialmente judiciales que incumplen con los principios y normas constitucionales y legales, lesionando derechos humanos de los habitantes del país.

Esto resulta evidente en los casos emblemáticos de las reclamaciones sobre atentados contra  derechos humanos cometidos dentro del Ecuador, que han sido resueltos con diversos grados de aquiescencia por el Estado ecuatoriano.

Para el efecto se revisan los casos de la profesora Consuelo Benavides, la familia Restrepo y de los señores Tibi, Chaparro y Suárez, todos ellos resueltos dentro del marco del sistema interamericano de Derechos Humanos, por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la activa asistencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, además de la participación de organismos locales ecuatorianos de defensa de estos derechos.

El Ecuador es Estado Parte en la Convención Americana de Derechos Humanos desde el 28 de diciembre de 1977 y aceptó la competencia obligatoria de la Corte el 24 de julio de 1984. El procedimiento aplicable se rige por el Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aprobado por la Corte en su XXIII período ordinario de sesiones celebrado del 9 al 18 de enero de 1991 y reformado los días 23 de enero de 1993, 16 de julio de 1993 y 2 de diciembre de 1995.

Casos de reclamaciones contra el Estado ecuatoriano por atentados contra
los derechos humanos

La desaparición de la profesora Consuelo Benavides

El llamado “Caso Benavides Cevallos Vs. Ecuador” se resolvió en Sentencia de 19 de junio de 1998

La Comisión Interamericana de Derecho Humanos presentó ante la Corte la demanda en este caso en el año 1996.
Se argumentó la violación de los artículos 50 y 51 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Asimismo, se invocaron los artículos siguientes:
3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica), 
4 (Derecho a la Vida), 
5 (Derecho a la Integridad Personal), 
7 (Derecho a la Libertad Personal), 
8 (Garantías Judiciales) y 
25 (Protección Judicial),

El antecedente de este caso es que la profesora Consuelo Benavides, según se detalla en la sentencia, “fue arrestada y detenida ilegal y arbitrariamente, torturada y asesinada por agentes del Estado.  Fue mantenida clandestinamente, sin una orden, autorización o supervisión judicial.  Los agentes del Estado implicados y las instituciones del Gobierno a las que estaban vinculados emprendieron una campaña sistemática para negar estos delitos y rechazar la responsabilidad del Estado”.
La denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se presentó en 1988, pero hasta la audiencia celebrada por los peticionarios y un representante del Estado en 1994 y la visita que realizó la Comisión en el mismo año, las investigaciones no habían producido resultados. También hubo el intento en este mismo año de arribar a una solución amistosa, que tampoco prosperó.
A pasar de la ausencia de colaboración de las autoridades del Estado, la familia de la profesora llevó adelante la investigación, secundada más adelante por la Comisión de Investigación Multipartidista designada por el Congreso Nacional.

Gracias a estos esfuerzos los delitos se descubrieron tres años con tres años de posterioridad, incluyendo el hallazgo del cuerpo de la profesora.

Pero, los autores mismos de los delitos y los encubrimientos incurridos no fueron sancionados ni tampoco fueron enjuiciados, como correspondía. De hecho, se afirma, que existen todavía muchos aspectos del crimen que se desconocen hasta la fecha.
Desde un par de años antes de la denuncia ante la Comisión, un Tribunal Penal Militar Naval tramitaba una investigación sobre el hecho, pero sin resultados.

También se acusó que la familia de la profesora Benavides no había recibido un reconocimiento de la responsabilidad del Estado ni, por lo tanto, ha sido debidamente indemnizada.
La Comisión celebró el 17 de septiembre de 1994 una audiencia en la que participaron los peticionarios y un representante del Estado.

En el Informe 21/95 de la Comisión, del 12 de septiembre de 1995, notificada al Estado ecuatoriano el 5 de octubre del mismo año, se solicitó información dentro del plazo de60 días. Según el informe, el Ecuador había violado los artículos 3, 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana y había incurrido en inobservancia de sus obligaciones conforme al artículo 1.

En el 91º período ordinario de sesiones de la Asamblea General, la Comisión concluyó que el Estado ecuatoriano no había cumplido las recomendaciones contenidas en el informe 21/95 y decidió presentar la demanda ante la Corte en el año 1996.
La respuesta del Estado ecuatoriano fue de rechazar la demanda y solicitar su archivo, por improcedencia. No obstante, la Comisión insistió por la indudable y comprobada existencia del delito inculpado, acusando al Estado ecuatoriano de incumplir sus obligaciones de defensa de los derechos humanos.
Para 1998, el Estado ecuatoriano llegó a un acuerdo con la familia de la profesora Benavides, que fue plasmado en una escritura pública. El acuerdo fue avalado por la Comisión, que propuso que sea examinado en audiencia.
Según el informe de la Corte, el Estado reconoció su responsabilidad internacional en el caso, allanándose a las pretensiones de la Comisión y de los denunciantes.
Le correspondió a la Corte fijar las reparaciones e indemnizaciones correspondientes. El informe correspondiente expresa:
“En el curso de la primera audiencia pública celebrada por la Corte el 11 de junio de 1998, la agente del Ecuador manifestó: deseo dejar expresa constancia de que mi país acepta y reconoce su responsabilidad en la desaparición y muerte de la Profesora Consuelo Benavides Cevallos  [... y que el] nombre de la profesora Benavides también ha sido ya reivindicado por todos los medios de prensa hablada y escrita del [Ecuador], puesto que se ha publicitado a todos los niveles la lucha por el esclarecimiento de la verdad que por tantos años ha mantenido su familia.  Al existir un acuerdo con la familia Benavides, existe ya una pauta básica e incuestionable de la buena fe y deseos del Estado ecuatoriano de reparar todos los daños y perjuicios que se ha ocasionado a la familia Benavides Cevallos.

Asimismo, el Embajador del Ecuador agregó que:

[d]el respectivo proceso judicial sustanciado en la Corte Suprema de Justicia del Ecuador, se concluye que el 4 de diciembre de 1985, la Srta. Consuelo Benavides fue ilegal y arbitrariamente detenida por miembros de la Infantería Naval Ecuatoriana, en Quinindé, provincia de Esmeraldas, para fines de investigación por presuntas actividades subversivas ligadas al grupo guerrillero “Alfaro Vive Carajo”.

También consta en el informe:

“El 13 de diciembre de 1985 fue encontrado su cadáver en la parroquia Rocafuerte, cantón Esmeraldas.

Por este hecho se instauraron los respectivos procesos penales en las diversas instancias judiciales, habiéndose determinado que Consuelo Benavides fue detenida ilegal y arbitrariamente, torturada y asesinada en manos de agentes del Estado ecuatoriano. 

[...]  Los actos ejecutados por los agentes de la infantería de marina del Estado ecuatoriano violaron las normas constitucionales y legales de [su] ordenamiento jurídico nacional, así como de la Convención Americana de los Derechos Humanos, de la cual [dicho] país es signatario. [...]  Se violaron los artículos 1, 3, 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana de los Derechos Humanos.

[...]

El proceso judicial interno estuvo caracterizado por demoras injustificadas, tecnicismo a ultranza, ineficiencia y denegación de justicia.  El Estado ecuatoriano no pudo demostrar que no fueron sus agentes oficiales quienes detuvieron ilegal y arbitrariamente a Consuelo Benavides, hasta torturarla y terminar con su vida, ni desmentir que dichas acciones estaban reñidas con la Constitución Política, con el marco legal de [dicho] país y con el respeto a los derechos humanos.

En consecuencia, el Estado ecuatoriano reconoce su culpabilidad en los hechos narrados y se obliga a asumir medidas reparadoras mediante el empleo de la figura del arreglo amistoso prevista en el Art. 45 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, quien actúa como órgano mediador ante la Corte para aquellos Estados que han aceptado la jurisdicción de la Corte, tanto más cuanto que la presente causa se ventila en dicha instancia.

[...]  El Estado ecuatoriano ha decidido reconocer, por otra parte, ante la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, que sus agentes oficiales fueron responsables por el arresto, detención ilegal, tortura, y asesinato de Consuelo Benavides Cevallos, y de conformidad con lo previsto en los artículos 23 y 25 de la Constitución Política de la República, ha decidido asumir la responsabilidad de estos hechos [...]”
En consecuencia, en esta fase fue aplicado el artículo 63.1 de la Convención Americana, que establece que “[c]uando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados.  Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.”
En el tema de las reparaciones, se establecen en el documento mencionado, los compromisos y declaraciones que asume el Estado:
“1.- Entregar al señor Luis Darío Benavides Enríquez y señora Sofía Rosa María Cevallos, padres de Consuelo Benavides Cevallos, y únicos llamados a sucederle en ausencia de cónyuge e hijos, al tenor de lo previsto en los artículos 1045 y 1052 del Código Civil, una indemnización por una sola vez, de U.S. $ 1.000.000,00 (un millón de dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en moneda nacional, que no está condicionado, pero que ellos han ofrecido invertir en su mayor parte en la perennización del nombre de la decesada.

Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados; y se pagará a los señores Benavides Cevallos, observando la normativa legal interna, con cargo al presupuesto general del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la suscripción de este documento, cumpla esta obligación.

2.- La mencionada indemnización es independiente a la concedida por el Congreso Nacional con Decreto Nº 29, publicado en el Registro Oficial Nº 993 de 22 de julio de 1.996, y que fue rechazada por ellos.

3.-Tampoco incluye la indemnización que tienen derecho a reclamar los padres de Consuelo Benavides a los culpables de su detención ilegal  y arbitraria, tortura y asesinato, y que recibieron sentencia condenatoria, al tenor de lo previsto en los artículos 52 y 67 del Código Penal Ecuatoriano.

4.- El compromiso del Estado ecuatoriano de impulsar y concluir los procesos judiciales suspendidos a causa de la fuga de los sindicados en el crimen de la Profesora Benavides; y de patrocinar, conforme a la ley, las acciones judiciales contra las personas responsables de delitos conexos, que no hubieran sido sancionados.  Agotará, en fin, directamente o por intermedio de las autoridades competentes, todos los esfuerzos y medidas que procedan, con sujeción al ordenamiento jurídico interno, para que el delito cometido contra la Profesora Benavides no quede impune.

5.- El Estado ecuatoriano, por intermedio de la Procuraduría General del Estado, oficiará al Ministerio de Educación y Cultura y a los Municipios del país para que, en ejercicio de sus atribuciones legales, peremnicen el nombre de la señorita Consuelo Benavides Cevallos en calles, plazas o escuelas, acogiendo el pedido de sus padres.”
La desaparición de los hermanos Restrepo
La desaparición de los hermanos Carlos Santiago y Pedro Andrés  Restrepo Arismendy, al igual que el caso de la profesora Consuelo Benavides, resulta causado por la fuerza pública, esta vez por la Policía Nacional, en el año 1988. Se producen las circunstancias de muerte y desaparición, así como ocultamiento de las evidencias.
La elucidación del caso se produce con sustento en la actividad incansable de los familiares, así como de la opinión pública, con la participación de organismos locales para la defensa de los derechos humanos. Pero con en el caso anteriormente expuesto, de la profesora Benavides, la resolución final tomó más de diez años.
La reclamación de los peticionarios contra el Estado ecuatoriano se presentó 1997 y se notificó a comienzos de 1998, iniciándose la gestión para solucionar amistosamente el reclamo. El acuerdo respectivo se firmó en mayo del mismo año.
Las violaciones de la Convención se refieren en el Informe Nº 99/00, Caso 11.868, 

Ecuador, de octubre de 2000, en que se expone:
“…violación de los siguientes derechos protegidos por la convención americana sobre derechos humanos (en adelante "la convención americana" o la "convención"): derecho a la vida (artículo 4); derecho a la integridad personal (artículo 5); derecho a la libertad personal (artículo 7); protección a las garantías judiciales (artículo 8), derechos del niño (artículo 19); y derecho a la protección judicial (artículo 25).”
Con anterioridad, en 1998, se había firmado un acuerdo de solución amistosa, propiciado por la Comisión, “conforme al cual el Estado ecuatoriano aceptó su responsabilidad sobre los hechos”.

La Comisión Especial instaurada para efecto, pudo determinar que los dos menores “habían sido detenidos, torturados, muertos y desaparecidos por parte de la Policía Nacional del Ecuador y que sus cuerpos habían sido arrojados a una laguna” (laguna de Yambo, en la provincia de Tungurahua).
Con posterioridad al informe, se iniciaron procesos judiciales, pero no se obtuvo una declaratoria de responsabilidad del Estado ni tampoco se expidió una información de carácter oficial sobre el lugar donde se depositaron los cuerpos de las víctimas.
En el Acuerdo se reconocieron las infracciones a las normas sobre derechos humanos:
  

“Los actos ejecutados por los agentes oficiales del Estado ecuatoriano fueron violatorios en las normas constitucionales y legales de nuestro ordenamiento jurídico nacional, así como de la Convención Americana de los Derechos Humanos, de la cual nuestro país es signatario y de los artículos 19, 20 y 22, numerales 1 y 19 literal h) y el artículo 25 de la Constitución Política de la República. 

Se violaron, asimismo, los artículos 1, 3, 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana de los Derechos Humanos.”
Asimismo se contempla el allanamiento del Estado ecuatoriano a las acusaciones:

“Con estos antecedentes, el Estado ecuatoriano ha reconocido ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos su culpabilidad en los hechos narrados y se ha obligado a asumir medidas reparadoras mediante el empleo de la figura del arreglo amistoso prevista en el Art. 45 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.”  

Las indemnizaciones acordadas se sustentan en las reglas de los artículos 1045 y 1052 del Código Civil, por el monto de de U.S. $ 2,000,000 (dos millones de dólares  americanos o su equivalente en moneda nacional), con cargo al Presupuesto General del Estado, que contemplan el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogado, sufridos por la familia Restrepo Arismendy. Este pago no excluye la indemnización que corresponde a los culpables “detención ilegal y arbitraria, tortura, muerte, y desaparición, y que recibieron sentencia condenatoria, al tenor de lo previsto en los artículos 52 y 67 del Código Penal ecuatoriano, indemnización que ha sido reconocida en el fallo emitido por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Ecuador, en sentencia dictada el 31 de marzo de 1998.”
Adicionalmente, se acordó emprender una nueva búsqueda de los cuerpos de los hermanos Restrepo a cargo del Estado ecuatoriano, por intermedio de un equipo de la Armada Nacional
También se reconoce que las actividades relacionadas con la reclamación por la muerte y desaparición de los hermanos Restrepo, llevada a cabo por su padre Pedro Restrepo y por la cónyuge, fallecida, se encuadraron dentro de la ley y de la moral y se reitera el reconocimiento de su honra y su buen nombre; sobre lo cual se había sembrado dudas en ciertos sectores tendenciosos.
Sin perjuicio del juicio y condena de autores determinados, dentro del caso, el Estado también se compromete en este Acuerdo, a perseguir el enjuiciamiento de otros elementos de la policía que pudieran estar involucrados.  
El caso Tibi
A diferencia de los casos expuestos, de Consuelo Benavides y los hermanos Restrepo, que concluyeron en un allanamiento del Estado ecuatoriano y llegaron a un acuerdo amistoso, existen otros tres casos más, incluyendo el caso del ciudadano francés Tibi, en los cuales el Estado ecuatoriano impugnó la acusación y alegó inexistencia de atentados contra los derechos humanos. Ante esta posición del Estado ecuatoriano, las reclamaciones de los peticionarios y de la Comisión tuvieron que llegar hasta la sentencia de la Corte.
El señor Tibi fue detenido sin orden judicial y trasladado desde la ciudad de Quito hasta la ciudad de Guayaquil, para su declaración ante un fiscal, la que se llevó a cabo sin la presencia de un abogado. Tampoco se le dio la oportunidad de comunicarse con algún familiar. En el momento de su detención portaba una maleta con joyas de su negocio y conducía un vehículo marca Volvo. De lo que se conoce hasta la fecha no se le devuelto, a pesar de la orden judicial. El señor Tibi estuvo detenido casi cuatro años, al cabo de los cuales se dictó su sobreseimiento provisional. Durante el tiempo que estuvo en prisión sufrió maltratos de toda clase y torturas conducentes a que se declare culpable, lo que nunca aceptó.
Uno de los requerimientos de admisibilidad de la Comisión y de la Corte es que con anterioridad al reclamo, se hayan agotado las acciones y recursos disponibles dentro del país.
En efecto, la Convención dispone:

“Artículo 46 

 1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá: 

 a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos;

…

 2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se aplicarán cuando: 

 a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

 b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 

 c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.”

El Estado ecuatoriano alego en diferentes momentos del proceso que el proceso penal respectivo se encontraba pendiente, invocando además la existencia a la casación y la revisión, como figuras procesales que la ley franquea al procesado. Para las indemnizaciones señaló la existencia del juicio civil de daños y perjuicios.
Pero, el peticionario alegó que no existían recursos disponibles que agotar y, especialmente, que había sido declarado inocente; mientras que los bienes de su propiedad que habían sido retenidos el momento de su arresto, todavía no habían sido devueltos, a pesar de la orden judicial correspondiente.

En general, la Corte consideró que la referencia genérica a los recursos pendientes no era suficiente como excepción, por lo que rechazó esta alegación en una fase ulterior del proceso.

En este contexto, la Corte, citando jurisprudencia varia, determinó que:
“… ha sostenido criterios que deben atenderse en el presente caso.  En primer lugar, el Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita a la invocación de la falta de agotamiento de los recursos internos.  En segundo término, la excepción de no agotamiento de recursos internos debe plantearse, para que sea oportuna, en la etapa de admisibilidad del procedimiento ante la Comisión, o sea, antes de cualquier consideración en cuanto al fondo; si no es así, se presume que el Estado renuncia tácitamente a valerse de ella.  En tercer lugar, la Corte ha señalado que la falta de agotamiento de recursos es una cuestión de pura admisibilidad y que el Estado que la alega debe indicar los recursos internos que es preciso agotar, así como acreditar que esos recursos son efectivos”.
En el año 2000, tanto la Comisión como el mismo peticionario mostraron su interés en alcanzar una solución amistosa, que no encontró eco de parte del Estado ecuatoriano, por lo cual la Comisión continuó con el trámite de la causa.
En el año 2003, finalmente se presentó la petición ante la Corte, en la cual se alegó la violación de los siguientes artículos de la Convención:
1.1 (Obligación de Respetar los Derechos); 
2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno); 
5.1, 5.2 y 5.4 (Derecho a la Integridad Personal); 
7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 7.5 y 7.6 (Derecho a la Libertad Personal);

8.1, 8.2, 8.2.b, 8.2.d, 8.2.e, 8.2.g (Garantías Judiciales); 
17.1 (Protección a la Familia); 
21.1 y 21.2 (Derecho a la Propiedad Privada), y 
25.1 (Protección Judicial) de la Convención Americana. 

“Asimismo, pidieron que la Corte declarara que el Estado violó los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura.

Además, solicitaron que la Corte declarara la violación del derecho a la integridad psíquica y moral en perjuicio de Beatrice Baruet, Sarah Vachon, Jeanne Camila Vachon, Lisianne Judith Tibi y Valerian Edouard Tibi, por el sufrimiento que padecieron.

Por último, solicitaron determinadas reparaciones y el pago de costas y gastos.”
Ante la demanda, el Estado se excepcionó en forma preliminar, alegando que no se cumplía con el requisito del agotamiento, al tiempo que cuestionó la competencia de la Corte para conocer este asunto, en vista de tratarse de un juicio por tráfico de drogas. También se hizo referencia a dos recursos de amparo judicial que había interpuesto el peticionario. Pero en un caso el recurso fue denegado y en el otro existió un retardo injustificado. Finalmente, sobre el tema de la tortura el Estado ecuatoriano manifestó que la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura no se encontraba vigente en el Ecuador al momento de los hechos.
Uno de los principios importantes de derechos humanos que ha sido infringido en el presente caso es el constante en el artículo 7.4 de la Convención. Este artículo “impone dos exigencias diferentes en  cuanto al deber de informar a la persona detenida: a) el deber de informar las razones de la limitación a su libertad personal; y b) el deber de notificar inmediatamente la imputación que existe en su contra. La correcta notificación de la imputación es determinante para el ejercicio del derecho de defensa, ya que establece el objeto del procedimiento;”
Asimismo, se menciona el artículo 7 de la Convención Americana dispone que:

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal.

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.

Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso.  Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.

Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueron ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.”
Los Principios segundo y cuarto del instrumento para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión de Naciones Unidas, también se refiere a este asunto.
Asimismo, se ha hecho notar que “la detención del señor Tibi se sustentó en la declaración singular de un coacusado, lo cual está prohibido por el artículo 108 del Código de Procedimiento Penal, que establecía que “en ningún caso el juez admitirá como testigos a los coacusados […]”.  En dicha declaración, el señor Eduardo Edison García León afirmó que “un sujeto francés de nombre Daniel, […] llegó a proveerle hasta cincuenta gramos de [cocaína] por dos o tres ocasiones”.
Además del hecho de que fue detenido sin orden de autoridad competente, se considera que una infracción adicional contra los derechos del señor Tibi, consiste en que la autoridad ante la cual el señor Tibi rinde su versión preliminar no era, como correspondía, un juez como establece la norma correspondiente, sino un agente fiscal. Además, en la indicada diligencia no se informó al señor Tibi de su derecho de solicitar la presencia de un abogado que lo acompañara durante su declaración y de la posibilidad de contactarse con algún familiar.
Se enumeran asimismo otros artículos que se consideran infringidos:

Artículo 5 (Derecho a la Integridad Personal)
Artículo 8 (Garantías Judiciales)
Artículo 17 (Protección a la Familia)
Artículo 21 (Derecho a la Propiedad privada)
La Corte decidió por unanimidad, que:

“El Estado violó el Derecho a la Libertad Personal consagrado en el artículo 7.1, 7.2, 7.3, 7.4 y 7.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en los términos de los párrafos 94 a 122 de la presente Sentencia. 

El Estado violó los Derechos a la Libertad Personal y a la Protección Judicial consagrados en los artículos 7.6 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en los términos de los párrafos 126 a 137 de la presente Sentencia.

El Estado violó el Derecho a la Integridad Personal consagrado en el artículo 5.1, 5.2 y 5.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1. de la misma, e inobservó las obligaciones previstas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en los términos de los párrafos 142 a 159 y 162 de la presente Sentencia.
El Estado violó el Derecho a la Integridad Personal consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Beatrice Baruet, Sarah y Jeanne Camila Vachon, Lisianne Judith Tibi y Valerian Edouard Tibi, en los términos de los párrafos 160 a 162 de la presente Sentencia.

El Estado violó el Derecho a las Garantías Judiciales, consagrado en el artículo 8.1, 8.2, 8.2.b, 8.2.d, 8.2.e y 8.2.g de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en los términos de los párrafos 167 a 200 de la presente Sentencia.

El Estado violó el Derecho a la Propiedad Privada, consagrado en el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en los términos de los párrafos 209 a 221 de la presente Sentencia.

El Estado debe, en un plazo razonable, investigar efectivamente los hechos del presente caso, con el fin de identificar, juzgar y sancionar a todos los autores de las violaciones cometidas en perjuicio del señor Daniel Tibi.  El resultado de este proceso deberá ser públicamente divulgado, en los términos de los párrafos 254 a 259 de la presente Sentencia.

El Estado deberá publicar, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro diario de circulación nacional en el Ecuador, tanto la Sección denominada Hechos Probados como los puntos resolutivos Primero al Decimosexto  de la presente Sentencia, sin las notas al pie de página correspondientes.  Igualmente, el Estado deberá publicar lo anterior, traducido al francés, en un diario de amplia circulación en Francia, específicamente en la zona en la cual reside el señor Daniel Tibi, en los términos del párrafo 260 de la presente Sentencia. 

 El Estado debe hacer pública una declaración escrita formal emitida por altas autoridades del Estado en la que reconozca su responsabilidad internacional por los hechos a que se refiere el presente caso y pida disculpas al señor Tibi y a las demás víctimas mencionadas en la presente Sentencia, en los términos del párrafo 261 de ésta.
El Estado debe establecer un programa de formación y capacitación para el personal judicial, del ministerio público, policial y penitenciario, incluyendo al personal médico, psiquiátrico y psicológico, sobre los principios y normas de protección de los derechos humanos en el tratamiento de reclusos. El diseño e implementación del programa de capacitación, deberá incluir la asignación de recursos específicos para conseguir sus fines y se realizará con la participación de la sociedad civil.  Para estos efectos, el Estado deberá crear un comité interinstitucional con el fin de definir y ejecutar los programas de capacitación en derechos humanos y tratamiento de reclusos.  El Estado deberá informar a esta Corte sobre la constitución y funcionamiento de este comité, en el plazo de seis meses en los términos de los párrafos 262 a 264 de la presente Sentencia.

El Estado debe pagar la cantidad total de €148.715,00 (ciento cuarenta y ocho mil setecientos quince euros) por concepto de indemnización de daño material, en los términos de los párrafos 235 a 238 de la presente Sentencia

En el análisis de cumplimiento de la sentencia “la Corte nota con preocupación que han transcurrido cerca de dos años desde que emitió la Sentencia sobre fondo y reparaciones en el presente caso (supra Visto 1), la cual aún no ha sido cumplida en todos sus extremos.”
Comentarios del Caso Chaparro

La Sentencia de fondo, reparaciones y costas del Caso Chaparro fue dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en noviembre de 2007. 

El señor Juan Carlos Chaparro Álvarez sufrió la pérdida de libertad y estuvo incomunicado sin poderse comunicar con sus familiares o con un abogado.

En el reconocimiento que finalmente hizo el Estado ecuatoriano sobre la verdadera situación del señor Chaparro se puede leer:

“Los señores Juan Carlos Chaparro Álvarez y Freddy Hernán Lapo Íñiguez permanecieron ilegalmente privados de su libertad por agentes del Estado ecuatoriano, padecieron condiciones carcelarias incompatibles con su dignidad de seres humanos, fueron sobreseídos por el juez de la causa después de un plazo irrazonable, no se les respetó su presunción de inocencia, las detenciones que padecieron les produjeron daños materiales e inmateriales en sus vidas, y se les afectó de manera grave su honor, todo lo cual fue determinado por la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.”
La reparación que ordenó la Corte en el presente caso fue de limpiar el buen nombre de los peticionarios. Dispuso que se eliminen sus nombres “de los archivos públicos y privados, los antecedentes penales y demás registros donde pueda constar información errada” sobre delitos que no cometieron.
Como resultado de la sentencia que condenó al Estado ecuatoriano al reconocimiento de de los daños materiales e inmateriales causados. También dispuso el enjuiciamiento y sanción de los responsables de las violaciones de los derechos, entre funcionarios judiciales y policiales, así como las sanciones administrativas correspondientes. En el último informe de cumplimiento sobre este caso, se expresa que las disposiciones de la Corte no se han acogido en su totalidad.
El Caso Suárez

El Caso Suárez también se produce en el contexto de las investigaciones sobre una banda de narcotraficantes. La demanda contra el Estado ecuatoriano fue planteada en el año 1995 por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a base de la denuncia Nº 11.273, recibida en la Secretaría de la Comisión en 1994.

La demanda aludía a los artículos 50 y 51 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los artículos 26 y siguientes del Reglamento entonces vigente.

 La Comisión solicitó a la Corte que decida si hubo violación, en perjuicio del señor Rafael Iván Suárez Rosero, por parte del Ecuador, de los siguientes artículos de la Convención:

5 (Derecho a la Integridad Personal), 
7 (Derecho a la Libertad Personal), 
8 (Garantías Judiciales), y 
25 (Protección Judicial)

7.5, el Estado ecuatoriano no cumplió con su obligación de hacer comparecer al señor Suárez ante una autoridad judicial competente.

7.6 y 25, incomunicación e imposibilidad de ejercitar el recurso de hábeas corpus.

Además del reconocimiento de este recurso de habeas corpus en la Convención, el mismo consta también en la Constitución ecuatoriano. Además, se señala la vigencia del amparo judicial en el Código de Procedimiento Penal establece en el artículo 458 que: “[c]ualquier encausado que con infracción de los preceptos constantes en [dicho] Código se encuentre detenido, podrá acudir en demanda de su libertad al Juez Superior de aquél que hubiese dispuesto la privación de ella.”

La Corte hizo referencia al criterio de la Corte Europea de Derechos Humanos, sobre el concepto de “plazo razonable” que determina tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso:

a) la complejidad del asunto, 

b) la actividad procesal del interesado y 

c) la conducta de las autoridades judiciales 

El artículo 114 (bis) del Código Penal ecuatoriano viola “el derecho a la protección legal” establecido en el artículo 2 de la Convención, sobre la detención durante un período de tiempo sin que haya recibido sea auto de sobreseimiento, sea apertura del plenario, que determina la concesión inmediata de la libertad, de lo cual se excluye a quienes estuvieren encausados, por delitos sancionados por la Ley sobre Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas.

Todos estos artículos en relación con el artículo 1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la Convención.
Las lesiones a los derechos humanos producidos durante el arresto y detención del Sr. Suárez consisten en:

“- contravención de una ley preexistente; 

-no presentación oportuna del Sr. Suárez ante un funcionario judicial una vez que fue detenido; 
-ubicación en condiciones de detención incomunicada del Sr. Suárez durante 36 días; la falta de una respuesta adecuada y efectiva a sus intentos de invocar las garantías judiciales internas,

-no liberación del Sr. Suárez, o ausencia de la intención de hacerlo por parte del Estado, en un tiempo razonable, así como de asegurarle que sería escuchado dentro de un tiempo igualmente razonable en la sustanciación de los cargos formulados en su contra.”
Uno de los aspectos relativos a reformas legales que recomienda la Corte al Estado ecuatoriano se refiere a la excepción que establece la norma legal, de garantías determinadas a los detenidos, cuando se trata de la investigación del delito de narcotráfico, bajo la Ley sobre sustancias estupefacciones y sicotrópicas. La negativa de protección legal para estas personas contraviene el artículo 2 de la Convención Americana.
La Comisión resaltó el reconocimiento que hizo el Estado ecuatoriano de que las medidas aplicadas al señor Suárez fueron arbitrarias. Por otro lado, el mismo Estado ecuatoriano argumentó a su favor que otras personas que se encuentran o se encontraban en la misma situación no habían reclamado.
El Informe del perito Ernesto Albán Gómez ex Decano y Profesor de Derecho Penal de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador sintetiza las normas de rango legal infringidas en el presente caso, pero que son generalmente desatendidas de manera clamorosa en una gran cantidad durante los procesos penales: 
.”De acuerdo con la legislación ecuatoriana, el procedimiento penal debe durar aproximadamente 180 días.  Hay retardo sistemático en la administración de justicia, uno de los graves problemas de la administración de justicia ecuatoriana, que es mucho más grave en materia penal.  Más del 40 por ciento de las personas que están en las cárceles ecuatorianas han sido detenidas por delitos relacionados con el narcotráfico.  El artículo 20 de la Constitución Política del Ecuador determina que todos los derechos políticos, civiles, sociales, económicos y culturales que estén establecidos por las Convenciones, Pactos o Declaraciones internacionales son aplicables a quienes viven en su territorio.”
Pero el concepto más importante, que aplica a los tres últimos casos revisados (Tibi, Chaparro y Suárez) es que el trámite de la reclamación en la Corte Interamericana de Derechos Humanos no trata sobre la culpabilidad o la inocencia de los detenidos, sino sobre la aplicación de los principios del debido proceso constantes en la Convención, pero también existentes en el rubro respectivo de la Constitución y en diferentes partes de su articulado. Así, ha expresado la Corte:
“Sobre la alegación del Estado antes señalada, la Corte considera pertinente aclarar que el presente proceso no se refiere a la inocencia o culpabilidad del señor Suárez Rosero de los delitos que le ha imputado la justicia ecuatoriana.  El deber de adoptar una decisión respecto de estos asuntos recae exclusivamente en los tribunales internos del Ecuador, pues esta Corte no es un tribunal penal ante el cual se pueda discutir la responsabilidad de un individuo por la comisión de delitos.  Por tanto, la Corte considera que la inocencia o culpabilidad del señor Suárez Rosero es materia ajena al fondo del presente caso.  Por lo expuesto, la Corte declara que la solicitud del Estado es improcedente y determinará las consecuencias jurídicas de los hechos que ha tenido por demostrados.”
Finalmente, cabe referirse a los puntos resolutivos de la sentencia de la Corte, que decidió conceder una indemnización global al señor Suárez por un  monto de US$ 86.621,77 (ochenta y seis mil seiscientos veintiún dólares de los Estados Unidos de América con setenta y siete centavos). Cabe también destacar que como resultado de una solicitud de interpretación del Estado ecuatoriano sobre los aspectos tributarios de las indemnizaciones, la Corte consideró que “el pago de las costas y los gastos ordenado en favor de los abogados del señor Suárez Rosero no puede ser gravado con tributo alguno por el Estado.”
cONCLUSIÓN

Los casos que se han revisado de violaciones de Derechos Humanos en Ecuador, configuran dos patrones diferentes, claramente delimitados en su tramitación y cumplimiento. Los casos que se podrían llamar “políticos”, en que se visualiza la referencia a un contexto público, se cumplieron parcialmente con el apoyo de altas instancias del Estado y especialmente del Ejecutivo. En cambio, los casos “policiales” o “judiciales” muestran a las autoridades más reacias a admitir los fallos de la Corte Interamericana y a cumplirlos.

El iter de la demanda, la prueba, la sentencia y los incidentes del cumplimiento de las resoluciones de la sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, constituye una penalidad  adicional a las víctimas, las cuales, no obstante se muestran dispuestas a sobrellevar las cargas consiguientes, con la finalidad de alcanzar el reconocimiento, aunque sea tardío, de sus derechos lesionados.

Se puede concluir coincidiendo con las expresiones siguientes:

“El balance del litigio para las víctimas es en general positivo, aunque hay muchos ejemplos de frustraciones y valoraciones críticas. Pero, con demasiada frecuencia, no existe un final para estos procesos, ni desde el punto de vista jurídico ni desde la experiencia de las víctimas. También hay momentos para hacer un balance, del cual sacan aprendizajes positivos, incluso de experiencias duras en el litigio”

(Carlos Martín Beristain, Diálogos sobre la reparación. Qué reparar en los casos de violaciones de derechos humanos, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Quito, 2009, p. 56).
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